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El Decreto Foral 181/1990, de 31 de julio, por el
que se aprueba el Reglamento de Máquinas de Juego,
dictado en desarrollo de la Ley Foral del Juego, en su
artículo 2 dispone que sólo podrán ser instaladas en
Navarra las máquinas de juego que hayan sido inscritas
como máquinas de tipo B en el Registro de Modelos
de la Comisión Nacional del Juego, según las dis-
posiciones del Reglamento aprobado por Real Decre-
to 593/1990, de 27 de abril.

Esta remisión reglamentaria ha quedado sin efecto,
ya que el Real Decreto 593/1990, de 27 de abril, ha
sido derogado por el Real Decreto 211/1998, de 2 de
octubre, por el que se aprueba el nuevo Reglamento
de Máquinas Recreativas y de Azar. Este Reglamento
no condiciona las máquinas de tipo «B» al cumplimiento
del requisito establecido en el apartado 2, del artícu-
lo 8 de la Ley foral 11/1989, de 27 de junio, del Juego,
configurando además, desde el punto de vista técnico,
unas máquinas acordes con las novedades propias de
un sector altamente dinámico a nivel tecnológico y eco-
nómico.

En consecuencia, procede modificar el artículo 8 de
la referida Ley Foral, a fin de que no impida acometer
el oportuno desarrollo reglamentario que permita adap-
tar la normativa foral reguladora de las máquinas de
juego a la nueva realidad.

Artículo único.

Se da nueva redacción al artículo 8 de la Ley Foral
11/1989, de 27 de junio, del Juego, que quedará redac-
tado de la forma siguiente:

«Artículo 8. Máquinas de juego.

1. Son máquinas de juego aquellas que, cum-
pliendo con las características y límites que se esta-
blezcan reglamentariamente, a cambio del precio
de la partida, conceden al usuario un tiempo de
uso o de juego y, eventualmente, de acuerdo con
el programa de juego o en función del azar, un
premio.

2. Además se considerarán también como
máquinas de juego, aquellas para las que, por incluir
algún elemento de juego, apuesta, envite o azar,
así se establezca por el Departamento de Presi-
dencia e Interior, siempre que no estén afectadas
por alguna de la exclusiones contempladas en el
apartado siguiente.

3. Quedan excluidas de esta Ley Foral las
máquinas expendedoras que se limiten a efectuar
mecánicamente transacciones o venta de produc-
tos, mercancías o servicios, siempre que el valor
del dinero depositado coincida con el precio de
venta indicado en la máquina para los mismos, y
su mecanismo no se preste a admitir cualquier tipo
de apuestas, combinaciones aleatorias o juegos de
azar, así como las máquinas meramente recreativas
que no den premio directo o indirecto alguno, salvo
la posibilidad de repetir el tiempo de uso.»

Disposición final primera.

Se autoriza al Gobierno de Navarra a dictar cuantas
disposiciones reglamentarias sean precisas para el
desarrollo y ejecución de esta Ley Foral.

Disposición final segunda.

Quedan derogadas todas las normas que se opongan
a lo dispuesto en la presente Ley Foral.

Disposición final tercera.

Esta Ley Foral entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial de Navarra».

Yo, en cumplimiento de lo dispuesto en el artícu-
lo 22 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejo-
ramiento del Régimen Foral de Navarra, promulgo, en
nombre de S.M. el Rey, esta Ley Foral, ordeno su inme-
diata publicación en el «Boletín Oficial de Navarra» y
su remisión al «Boletín Oficial del Estado» y mando a
los ciudadanos y a las autoridades que la cumplan y
la hagan cumplir.

Pamplona, 2 de marzo de 1999.

MIGUEL SANZ SESMA,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Navarra» número 31, de 12 de
marzo de 1999)

8878 LEY FORAL 4/1999, de 2 de marzo, por la
que se modifica la Ley Foral 2/1995, de 10
de marzo, de Haciendas Locales y la Ley Foral
6/1990, de 2 de julio, de la Administración
Local de Navarra, en materia de tasas, precios
públicos y régimen de inembargabilidad.

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE NAVARRA

Hago saber que el Parlamento de Navarra ha apro-
bado la siguiente Ley Foral por la que se modifica la
Ley Foral 2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas Locales
de Navarra, y la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de
la Administración Local de Navarra, en materia de tasas,
precios públicos y régimen de inembargabilidad.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La sentencia del Tribunal Constitucional 185/1995,
de 14 de diciembre, declaró la inconstitucionalidad de
los párrafos a) y b) del artículo 24 de la Ley 8/1989,
de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, así como
de ciertas expresiones contenidas en el párrafo c) de
dicho artículo, al considerar que la categoría de los pre-
cios públicos, tal y como se regulan por la mencionada
Ley, han de cumplir simultáneamente dos requisitos: Que
el supuesto de hecho que les dé lugar se realice en
forma libre y espontánea o, lo que es lo mismo, que
la solicitud del servicio o actividad administrativa sea
una manifestación real y efectiva de voluntad por parte
del interesado y que dicho servicio o actividad no se
preste por los entes de Derecho público en situación
de monopolio de hecho o de derecho.

De no concurrir ambas circunstancias, tales precios
públicos, en cuanto comportan coactividad para los inte-
resados, revisten la naturaleza de prestaciones patrimo-
niales de carácter público, cuya constitucionalidad
depende del respecto al principio de legalidad.

Más concretamente, considera el Tribunal Constitu-
cional que no concurren tales caracteres delimitadores
en los precios públicos previstos en la Ley de Tasas
y Precios Públicos por la utilización privativa o por el
aprovechamiento especial del dominio público, así como
en determinados servicios o actividades administrativas
previstos en la mencionada Ley.

La incidencia del pronunciamiento del Tribunal Cons-
titucional, a pesar de que se refiere a la Ley 8/1989
antes mencionada, obliga a llevar a cabo una modifi-
cación en el tratamiento de las tasas y los precios públi-
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cos locales, por cuanto que los principios informadores
y conceptos son plenamente coincidentes.

Asimismo, en la presente Ley Foral se recoge la doc-
trina marcada recientemente por el Tribunal Constitu-
cional mediante sentencia 166/1998, de 15 de julio,
en la que declara inconstitucional y nulo el inciso «y
bienes en general» del artículo 154.2 de la Ley 39/1988,
de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales,
en la medida en que dicha expresión no excluye del
privilegio de inembargabilidad los bienes patrimoniales
no afectados a un uso o servicio público, habilitando
al legislador para que introduzca en dicho precepto las
determinaciones precisas que se deriven de ese pronun-
ciamiento.

La Ley Foral 2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas
Locales de Navarra, en su artículo 209 establece idéntica
redacción a la declarada inconstitucional por el Tribunal
Constitucional, por lo que se hace necesario modificar
el citado artículo, dando una redacción que excluya
expresamente a los bienes patrimoniales no afectados
a un uso o servicio público.

Por su parte, la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de
la Administración Local de Navarra regula en su título VIII
las líneas generales de un nuevo modelo de hacienda
local, estableciendo en el apartado 1 del artículo 268,
una redacción que no excluye a los citados bienes patri-
moniales, por lo que resulta obligado, asimismo, pro-
ceder a su modificación conforme a los criterios cons-
titucionales.

Artículo 1.

Se modifican los artículos 28, 29, 30, 31, 32, 33,
34, 100, 101, 104, 105, 106, 107, 108, 209.2 y 4
y la disposición adicional segunda de la Ley Foral
2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas Locales de
Navarra, que quedan redactados en los términos siguien-
tes:

«Precios públicos

Artículo 28.

Las entidades locales de Navarra podrán esta-
blecer y exigir precios públicos por la prestación
de servicios o la realización de actividades de su
competencia, de acuerdo con las disposiciones con-
tenidas en los artículos siguientes.

Concepto

Artículo 29.

Tendrán la consideración de precios públicos las
contraprestaciones pecuniarias que se satisfagan
por la prestación de servicios o realización de acti-
vidades administrativas de la competencia de la
entidad local perceptora de dichas contrapresta-
ciones, siempre que no concurra ninguna de las
circunstancias especificadas en la letra B) del artícu-
lo 100.2 de esta Ley Foral.

Artículo 30.

No podrán exigirse precios públicos por los
servicios o actividades siguientes:

a) Abastecimiento de aguas en fuentes públi-
cas.

b) Alumbrado de vías públicas.
c) Vigilancia pública en general.
d) Protección civil.
e) Limpieza de la vía pública.
f) Enseñanza en los niveles de educación obli-

gatoria.

Obligados al pago

Artículo 31.

Estarán obligados al pago de los precios públicos
quienes se beneficien de los servicios o actividades
por los que deban satisfacerse aquéllos.

Cuantía

Artículo 32.

1. El importe de los precios públicos deberá
cubrir como mínimo el coste del servicio prestado
o de la actividad realizada.

Para el cálculo del coste del servicio se tendrán
en cuenta los mismos conceptos previstos en el
artículo 105.2 de esta Ley Foral en relación con
las tasas.

2. Cuando existan razones sociales, benéficas,
culturales o de interés público que así lo aconsejen,
la entidad podrá fijar precios públicos por debajo
del límite previsto en el apartado anterior. En estos
casos deberán consignarse en los presupuestos de
la entidad las dotaciones oportunas para la cober-
tura de la diferencia resultante, si la hubiere.

Cobro

Artículo 33.

Las entidades locales podrán exigir los precios
públicos en régimen de autoliquidación.

Artículo 34.

1. La obligación de pagar el precio público nace
desde que se inicia la prestación del servicio o la
realización de la actividad, si bien las entidades
podrán exigir el depósito previo de su importe total
o parcial.

2. Cuando por causas no imputables al obli-
gado al pago del precio, el servicio o la actividad
no se preste o desarrolle, procederá la devolución
del importe correspondiente.

3. Las deudas por precios públicos podrán exi-
girse por el procedimiento administrativo de apre-
mio.

Hecho imponible

Artículo 100.

1. Las entidades locales, en los términos pre-
vistos en esta Ley Foral, podrán establecer tasas
por la utilización privativa o el aprovechamiento
especial del dominio público local y por la pres-
tación de servicios públicos o la realización de acti-
vidades de su competencia.

2. Constituye el hecho imponible de las tasas:

A) La utilización privativa o el aprovechamiento
especial del dominio público local.

B) La prestación de un servicio público o la
realización de una actividad administrativa en régi-
men de derecho público de competencia local que
se refiera, afecte o beneficie de modo particular
al sujeto pasivo, cuando se produzca cualquiera
de las circunstancias siguientes:

a) Que no sean de solicitud o recepción volun-
taria para los administrados. A estos efectos no
se considerará voluntaria la solicitud o la recepción
por parte de los administrados:

Cuando venga impuesta por disposiciones lega-
les o reglamentarias.
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Cuando los servicios o actividades requeridos
sean imprescindibles para la vida privada o social
del solicitante.

b) Que no se presten o realicen por el sector
privado, esté o no establecida su reserva a favor
del sector público conforme a la normativa vigente.

3. Se entenderá que la actividad administrativa
o servicio afecta o se refiere al sujeto pasivo cuando
haya sido motivado directa o indirectamente por
el mismo en razón de que sus acciones u omisiones
obliguen a las entidades locales a realizar de oficio
actividades o a prestar servicios por razones de
seguridad, salubridad, de abastecimiento de la
población o de orden urbanístico, o cualesquiera
otras.

4. Conforme a lo previsto en el apartado 1 de
este artículo, las entidades locales podrán estable-
cer tasas por cualquier supuesto de utilización pri-
vativa o aprovechamiento especial del dominio
público local, y en particular por los siguientes:

a) Sacas de arena y de otros materiales de
construcción en terrenos de dominio público local.

b) Construcción en terrenos de uso público
local de pozos de nieve o de cisternas o aljibes
donde se recojan las aguas pluviales.

c) Balnearios y otros disfrutes de aguas que
no consistan en el uso común de las públicas.

d) Vertido y desagüe de canalones y otras ins-
talaciones análogas en terrenos de uso público
local.

e) Ocupación del subsuelo de terrenos de uso
público local.

f) Apertura de zanjas, calicatas y calas en terre-
nos de uso público local, inclusive carreteras, cami-
nos y demás vías públicas locales, para la insta-
lación y reparación de cañerías, conducciones y
otras instalaciones, así como cualquier remoción
de pavimento o aceras en la vía pública.

g) Ocupación de terrenos de uso público local
con mercancías, materiales de construcción,
escombros, vallas puntales, asnillas, andamios y
otras instalaciones análogas.

h) Entradas de vehículos a través de las aceras
y reservas de vía pública para aparcamiento exclu-
sivo, parada de vehículos, carga y descarga de mer-
cancías de cualquier clase.

i) Instalación de rejas de pisos, lucernarios, res-
piraderos, puertas de entrada, bocas de carga o
elementos análogos que ocupen el suelo o subsuelo
de toda clase de vías públicas locales, para dar
luces, ventilación, acceso de personas o entrada
de artículos a sótanos o semisótanos.

j) Ocupación del vuelo de toda clase de vías
públicas locales con elementos constructivos cerra-
dos, terrazas, miradores, balcones, marquesinas,
toldos, paravientos y otras instalaciones semejan-
tes, voladizas sobre la vía pública o que sobresalgan
de la línea de fachada.

k) Tendidos, tuberías y galerías para las con-
ducciones de energía eléctrica, agua, gas o cual-
quier otro fluido incluidos los postes para líneas,
cables, palomillas, cajas de amarre, de distribución
o de registro, transformadores, rieles, básculas, apa-
ratos para venta automática y otros análogos que
se establezcan sobre vías públicas u otros terrenos
de dominio público local o vuelen sobre los mismos.

l) Ocupación de terrenos de uso público local
con mesas, sillas, tribunas, tablados y otros ele-
mentos análogos, con finalidad lucrativa.

m) Instalación de quioscos en la vía pública.

n) Instalación de puestos, barracas, casetas de
venta, espectáculos, atracciones o recreo, situados
en terrenos de uso público local así como industrias
callejeras y ambulantes y rodaje cinematográfico.

ñ) Portadas, escaparates y vitrinas.
o) Rodaje y arrastre de vehículos que no se

encuentren gravados por el Impuesto sobre Vehícu-
los de Tracción Mecánica.

p) Tránsito de ganados sobre vías públicas o
terrenos de dominio público local.

q) Muros de contención o sostenimiento de
tierras, edificaciones o cercas, ya sean definitivas
o provisionales, en vías públicas locales.

r) Depósitos y aparatos distribuidores de com-
bustible y, en general, de cualquier artículo o mer-
cancía, en terrenos de uso público local.

s) Instalación de anuncios ocupando terrenos
de dominio público local o visibles desde carreteras,
caminos vecinales, y demás vías públicas locales.

t) Construcción en carreteras, caminos y
demás vías públicas locales de atarjeas y pasos
sobre cunetas y en terraplenes para vehículos de
cualquier clase, así como para el paso del ganado.

u) Estacionamiento de vehículos de tracción
mecánica en las vías de los municipios dentro de
las zonas que a tal efecto se determinen y con
las limitaciones que pudieran establecerse.

5. Conforme a lo previsto en el apartado 1 de
este artículo, las entidades locales podrán estable-
cer tasas por cualquier supuesto de prestación de
servicios o de realización de actividades adminis-
trativas de competencia local, y en particular por
los siguientes:

a) Documentos que expidan o de que entien-
dan las Administraciones o autoridades locales, a
instancia de parte.

b) Autorización para utilizar en placas, patentes
y otros distintivos análogos el escudo de la entidad
local.

c) Otorgamiento de licencias o autorizaciones
administrativas de autotaxis y demás vehículos de
alquiler.

d) Guarderío rural.
e) Voz pública.
f) Vigilancia especial de los establecimientos

que lo soliciten.
g) Servicios de competencia local que especial-

mente sean motivados por la celebración de espec-
táculos públicos, grandes transportes, pasos de
caravana y cualesquiera otras actividades que exi-
jan la prestación de dichos servicios especiales.

h) Otorgamiento de las licencias urbanísticas
exigidas por la legislación del suelo y ordenación
urbana.

i) Otorgamiento de las licencias de actividad
y de apertura de establecimientos.

j) Inspección de vehículos, calderas de vapor,
motores, transformadores, ascensores, montacar-
gas y otros aparatos e instalaciones análogas de
establecimientos industriales y comerciales.

k) Servicios de prevención y extinción de incen-
dios, de prevención de ruinas, construcciones y
derribos, salvamentos y, en general, de protección
de personas y bienes, comprendiéndose también
el mantenimiento del servicio y la cesión del uso
de maquinaria y equipo adscritos a estos servicios,
tales como escalas, cubas, motobombas, barcas,
etcétera.

l) Servicios de inspección sanitaria así como
los de análisis químicos, bacteriológicos y cuales-
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quiera otros de naturaleza análoga y, en general,
servicios de laboratorios o de cualquier otro esta-
blecimiento de sanidad e higiene de las entidades
locales.

m) Servicios de sanidad preventiva, desinfec-
tación, desinsectación, desratización y destrucción
de cualquier clase de materias y productos con-
taminantes o propagadores de gérmenes nocivos
para la salud pública prestados a domicilio o por
encargo.

n) Asistencias y estancias en hospitales, clíni-
cas o sanatorios médico-quirúrgicos, psiquiátricos
y especiales, dispensarios, centros de recuperación
y rehabilitación, ambulancias sanitarias y otros
servicios análogos, y demás establecimientos bené-
fico-asistenciales de las entidades locales, incluso
cuando los gastos deban sufragarse por otras enti-
dades de cualquier naturaleza.

ñ) Asistencias y estancias en hogares y resi-
dencias de ancianos, guarderías infantiles, alber-
gues y otros establecimientos de naturaleza aná-
loga.

o) Casas de baños, duchas, piscinas, instala-
ciones deportivas y otros servicios análogos.

p) Cementerios locales, conducción de cadá-
veres y otros servicios fúnebres de carácter local.

q) Colocación de tuberías, hilos conductores y
cables en postes o en galerías de servicio de la
titularidad de entidades locales.

r) Servicios de alcantarillado, así como de tra-
tamiento y depuración de aguas residuales, incluida
la vigilancia especial de alcantarillas particulares.

s) Recogida de residuos sólidos urbanos, tra-
tamiento y eliminación de los mismos, monda de
pozos negros y limpieza en calles particulares.

t) Distribución de agua, gas, electricidad y otros
abastecimientos públicos incluidos los derechos de
enganche de líneas y colocación y utilización de
contadores e instalaciones análogas, cuando tales
servicios o suministros sean prestados por entida-
des locales.

u) Servicio de matadero, lonjas y mercados, así
como el acarreo de carnes si hubiera de utilizarse
de un modo obligatorio; y servicios de inspección
en materia de abastos, incluida la utilización de
medios de pesar y medir.

v) Enseñanzas especiales en establecimientos
docentes de las entidades locales.

w) Visitas a museos, exposiciones, bibliotecas,
monumentos históricos o artísticos, parques zoo-
lógicos u otros centros o lugares análogos.

x) Utilización de columnas, carteles y otras ins-
talaciones locales análogas para la exhibición de
anuncios.

y) Enarenado de vías públicas a solicitud de
los particulares.

z) Realización de actividades singulares de
regulación y control de tráfico urbano, tendentes
a facilitar la circulación de vehículos y distintas a
las habituales de señalización y ordenación del trá-
fico por la Policía Municipal.

Artículo 101.

1. Las entidades locales no podrán exigir tasas
por los servicios siguientes:

a) Abastecimiento de aguas en fuentes públi-
cas.

b) Alumbrado de vías públicas.
c) Vigilancia pública en general.
d) Protección civil.

e) Limpieza de la vía pública.
f) Enseñanza en los niveles de educación obli-

gatoria.

2. Las Administraciones Públicas no estarán
obligadas al pago de las tasas por utilización pri-
vativa o aprovechamiento especial del dominio
público por los aprovechamientos inherentes a los
servicios públicos de comunicaciones que exploten
directamente y por todos los que inmediatamente
interesen a la seguridad ciudadana o a la defensa
nacional.

Sujetos pasivos
Artículo 104.

1. Son sujetos pasivos de las tasas, en con-
cepto de contribuyentes, las personas físicas y jurí-
dicas y las entidades que, carentes de personalidad
jurídica, constituyan una unidad económica o un
patrimonio separado:

a) Que disfruten, utilicen o aprovechen espe-
cialmente el dominio público local en beneficio par-
ticular, conforme a alguno de los supuestos pre-
vistos en el artículo 100.4 de esta Ley Foral.

b) Que soliciten o resulten beneficiadas o afec-
tadas por los servicios o actividades locales que
presten o realicen las entidades locales, conforme
a alguno de los supuestos previstos en el artícu-
lo 100.5 de esta Ley Foral.

2. Tendrán la consideración de sustitutos del
contribuyente:

a) En las tasas establecidas por razón de servi-
cios o actividades que beneficien o afecten a los
ocupantes de viviendas o locales, los propietarios
de dichos inmuebles, quienes podrán repercutir, en
su caso, las cuotas sobre los respectivos benefi-
ciarios.

b) En las tasas establecidas por el otorgamien-
to de las licencias urbanísticas previstas en la nor-
mativa sobre suelo y ordenación urbana, los cons-
tructores y contratistas de obras.

c) En las tasas establecidas por la prestación
de servicios de prevención y extinción de incendios,
de prevención de ruinas, construcciones y derribos,
salvamentos y, en general, de protección de per-
sonas y bienes, comprendiéndose también el man-
tenimiento del servicio, las entidades o sociedades
aseguradoras del riesgo.

d) En las tasas establecidas por la utilización
privativa o el aprovechamiento especial por entra-
das de vehículos o carruajes a través de las aceras
y por su construcción, mantenimiento, modificación
o supresión, los propietarios de las fincas y locales
a que den acceso dichas entradas de vehículos,
quienes podrán repercutir, en su caso, las cuotas
sobre los respectivos beneficiarios.

Cuantía y devengo
Artículo 105.

1. El importe de las tasas previstas por la uti-
lización privativa o el aprovechamiento especial del
dominio público local se fijará tomando como refe-
rencia el valor que tendría en el mercado la utilidad
derivada de dicha utilización o aprovechamiento,
si los bienes afectados no fuesen de dominio públi-
co. A tal fin, las ordenanzas fiscales podrán señalar
en cada caso, atendiendo a la naturaleza específica
de la utilización privativa o del aprovechamiento
especial de que se trate, los criterios y parámetros
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que permitan definir el valor de mercado de la uti-
lidad derivada.

Cuando se utilicen procedimientos de licitación
pública, el importe de la tasa vendrá determinado
por el valor económico de la proposición sobre la
que recaiga la concesión, autorización o adjudica-
ción.

Cuando se trate de tasas por utilización privativa
o aprovechamientos especiales constituidos en el
suelo, subsuelo o vuelo de las vías públicas muni-
cipales, en favor de empresas explotadoras de
servicios de suministros que afecten a la genera-
lidad o a una parte importante del vecindario, el
importe de aquéllas consistirá, en el 1,5 por 100
de los ingresos brutos procedentes de la factura-
ción que obtengan anualmente en cada término
municipal las referidas empresas. Dichas tasas son
compatibles con otras que puedan establecerse por
la prestación de servicios o la realización de acti-
vidades de competencia local, de las que las men-
cionadas empresas deban ser sujetos pasivos con-
forme a lo establecido en el artículo 104 de esta
Ley Foral.

2. En general, y con arreglo a lo previsto en
el párrafo siguiente, el importe de las tasas por
la prestación de un servicio o por la realización
de una actividad no podrá exceder, en su conjunto,
del coste real o previsible del servicio o actividad
de que se trate, o, en su defecto, del valor de la
prestación recibida.

Para la determinación de dicho importe se toma-
rán en consideración los costes directos e indirec-
tos, inclusive los de carácter financiero, amortiza-
ción del inmovilizado y, en su caso, los necesarios
para garantizar el mantenimiento y un desarrollo
razonable del servicio o actividad por cuya pres-
tación o realización se exige la tasa, todo ello con
independencia del presupuesto u organismo que
lo satisfaga. El mantenimiento y desarrollo razo-
nable del servicio o actividad de que se trate, se
calculará con arreglo al presupuesto y proyecto
aprobados por el órgano competente.

3. La cuota tributaria consistirá, según dispon-
ga la correspondiente Ordenanza Fiscal, en:

a) La cantidad resultante de aplicar la tarifa;

b) Una cantidad fija señalada al efecto, o

c) La cantidad resultante de la aplicación con-
junta de ambos procedimientos.

4. Para la determinación de la cuantía de las
tasas podrán tenerse en cuenta criterios genéricos
de capacidad económica de los sujetos obligados
a satisfacerlas.

5. Cuando la utilización privativa o el aprove-
chamiento especial lleve aparejada la destrucción
o deterioro del dominio público local, el beneficiario,
sin perjuicio del pago de la tasa a que hubiere lugar,
estará obligado al reintegro del coste total de los
respectivos gastos de reconstrucción o reparación
y al depósito previo de su importe.

Si los daños fueran irreparables, la entidad será
indemnizada en cuantía igual al valor de los bienes
destruidos o el importe del deterioro de los daña-
dos.

Las entidades locales no podrán condonar total
ni parcialmente las indemnizaciones y reintegros
a que se refiere este apartado.

Artículo 106.

Los acuerdos de establecimiento de tasas por
la utilización privativa o el aprovechamiento espe-
cial del dominio público, o para financiar total o
parcialmente los nuevos servicios deberán adop-
tarse a la vista de informes técnico-económicos en
los que se ponga de manifiesto el valor de mercado
o la previsible cobertura del coste de aquéllos,
respectivamente.

Artículo 107.

1. Las tasas podrán devengarse, según la natu-
raleza de su hecho imponible y conforme determine
la respectiva ordenanza fiscal:

a) Cuando se inicie el uso privativo o el apro-
vechamiento especial, o cuando se inicie la pres-
tación del servicio o la realización de la actividad,
aunque en ambos casos podrá exigirse el depósito
previo de su importe total o parcial.

b) Cuando se presente la solicitud que inicie
la actuación o el expediente, que no se realizará
o tramitará sin que se haya efectuado el pago
correspondiente.

2. Cuando la naturaleza material de la tasa exija
el devengo periódico de ésta, y así se determine
en la correspondiente ordenanza fiscal, el mismo
tendrá lugar el 1 de enero de cada año y el periodo
impositivo comprenderá el año natural, salvo en
los supuestos de inicio o cese en la utilización pri-
vativa, el aprovechamiento especial o el uso del
servicio o actividad, en cuyo caso el periodo impo-
sitivo se ajustará a esa circunstancia con el con-
siguiente prorrateo de la cuota, en los términos
que se establezcan en la correspondiente ordenan-
za fiscal.

3. Cuando por causas no imputables al sujeto
pasivo, el servicio público, la actividad administra-
tiva o el derecho a la utilización o aprovechamiento
del dominio público no se preste o desarrolle, pro-
cederá la devolución del importe correspondiente.

Artículo 108.

1. Las entidades locales podrán exigir las tasas
en régimen de autoliquidación.

2. Las entidades locales podrán establecer con-
venios de colaboración con entidades, instituciones
y organizaciones representativas de los sujetos
pasivos de las tasas, con el fin de simplificar el
cumplimiento de las obligaciones formales y mate-
riales derivadas de aquéllas, o los procedimientos
de liquidación y recaudación.

Artículo 209.

2. Los Tribunales, Jueces y autoridades admi-
nistrativas no podrán despachar mandamientos de
ejecución ni dictar providencias de embargo contra
los derechos, fondos, valores y bienes de la Hacien-
da Local con exclusión, en los términos previstos
en el apartado 4 de este artículo, de los bienes
patrimoniales que no se hallen materialmente afec-
tados a un uso o servicio público, ni exigir fianzas,
depósitos y cauciones a las entidades locales.

4. Cuando el cumplimiento de resolución de
autoridad o Tribunal implicase abono de cantidades
para el que no fuera posible allegar recursos por
cualquiera de las vías presupuestarias normales,
podrá la entidad local acordar el fraccionamiento
de su pago hasta un máximo de cinco anualidades,
consignándose en los respectivos presupuestos el
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principal más los intereses de demora al tipo de
interés establecido con carácter general para los
débitos a la Hacienda Foral de Navarra.

De no acordarse el fraccionamiento de pago por
la entidad local, o si acordado se incumpliesen por
ésta las condiciones previstas para el mismo en
el párrafo anterior, podrá acudirse para el debido
cumplimiento de la resolución judicial al embargo
de sus bienes patrimoniales que no se hallen mate-
rialmente afectados a un uso o servicio público.

Disposición adicional segunda.

Cuando por la prestación de un servicio o la rea-
lización de una actividad se esté exigiendo el pago
de un precio público de carácter periódico, y por
variación de las circunstancias en que el servicio
se presta o la actividad se realiza deba exigirse
el pago de una tasa, no será preciso realizar la
notificación individual a que se refieren los artícu-
los 78 y 86 de esta Ley Foral, siempre que el sujeto
pasivo y la cuota de la tasa coincidan con el obli-
gado al pago y el importe del precio público al
que sustituye.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será de apli-
cación aun en el supuesto en el que la cuota de
la tasa resulte incrementada respecto del importe
del precio público al que sustituya, siempre que
tal incremento se corresponda con una actualiza-
ción del carácter general.»

Artículo 2.

Se modifica el apartado 1 del artículo 268 de la Ley
Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local
de Navarra, que queda redactado en los siguientes tér-
minos:

«1. Las deudas contraídas por las entidades
locales no podrán ser exigidas por el procedimiento
de apremio a excepción de las aseguradas con
prenda o hipoteca, no pudiendo ninguna autoridad
ni Tribunal despachar mandamiento de ejecución
ni dictar providencia de embargo, contra bienes
y derechos de dichas entidades, salvo lo dispuesto
en el artículo 209 de la Ley Foral 2/1995, de 10
de marzo, de Haciendas Locales de Navarra.»

Disposición transitoria.

1. Antes del 1 de enero de 2000, las entidades
locales habrán de aprobar definitivamente y publicar los
acuerdos precisos de imposición y ordenación de tri-
butos al objeto de poder exigir tasas con arreglo a las
modificaciones introducidas por esta Ley Foral. Asimis-
mo y antes de la fecha indicada, las respectivas Cor-
poraciones deberán aprobar definitivamente y publicar
los acuerdos precisos al objeto de poder exigir precios
públicos con arreglo a dichas normas.

Entre tanto, y hasta la fecha indicada, las entidades
locales podrán continuar exigiendo tasas y precios públi-
cos con arreglo a la normativa anterior.

2. Las modificaciones a que se refiere el apartado
anterior se entienden sin perjuicio del derecho de las
entidades locales a exigir, con arreglo a la normativa
modificada, las deudas devengadas al amparo de ésta.

Disposición derogatoria.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan o resulten incompatibles con
los preceptos de esta Ley Foral.

Disposición final.

Esta Ley Foral entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial de Navarra», con
los efectos en ella previstos.

Yo, en cumplimiento de lo dispuesto en el artícu-
lo 22 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejo-
ramiento del Régimen Foral de Navarra, promulgo, en
nombre de S. M. el Rey, esta Ley Foral, ordeno su inme-
diata publicación en el «Boletín Oficial de Navarra» y
su remisión al «Boletín Oficial del Estado» y mando a
los ciudadanos y a las autoridades que la cumplan y
la hagan cumplir.

Pamplona, 2 de marzo de 1999.

MIGUEL SANZ SESMA,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Navarra» número 31,
de 12 de marzo de 1999)

8879 LEY FORAL 5/1999, de 16 de marzo, de
modificación de la Ley Foral 10/1998, de
16 de junio, de Contratos de las Administra-
ciones Públicas de Navarra, sobre diversos
conceptos en materia de requisitos para con-
tratar con la Administración.

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE NAVARRA

Hago saber que el Parlamento de Navarra ha apro-
bado la siguiente Ley Foral de modificación de la Ley
Foral 10/1998, de 16 de junio, de Contratos de las
Administraciones Públicas de Navarra, sobre diversos
conceptos en materia de requisitos para contratar con
la Administración.

Las políticas y actuaciones de los poderes públicos
tendentes a incidir significativamente en los niveles de
seguridad y salud en el trabajo y de prevención de riesgos
laborales deben configurarse como aspectos centrales
en su acción respecto del mercado de trabajo.

Los datos y estadísticas de accidentabilidad en el tra-
bajo no dejan de ser alarmantes, a pesar de que actual-
mente contamos con una legislación preventiva en mate-
ria de riesgos laborales homologable a la de la Unión
Europea.

Así, en 1997 se produjeron en Navarra 11.179 acci-
dentes de trabajo. De este cifra 26 fueron mortales lo
que quiere decir que en Navarra, en 1997, hubo un
muerto por accidente laboral cada 13,8 días.

Y sin embargo estas cifras de por sí dramáticas están
lejos de mejorar. A lo largo de 1998 y hasta el 12 de
agosto la estadística de accidentes laborales mortales
ascendió a un muerto cada 10,6 días.

Se precisa por lo tanto una actuación más decidida
de la Administración en orden a salvaguardar el derecho
fundamental de los trabajadores a la salud mediante un
mejor cumplimiento de la normativa existente en materia
de seguridad y salud en el trabajo y de prevención de
riesgos laborales.

En este sentido en la reciente Ley Foral 10/1998,
de 16 de junio, de Contratos de las Administraciones
Públicas de Navarra, se contiene la prohibición de con-
tratar con las Administraciones Públicas a aquellas per-
sonas condenadas por sentencia firme por delitos contra
la seguridad e higiene en el trabajo.

Hoy se hace igualmente necesario que la Adminis-
tración incremente los niveles de exigencia en el cum-
plimiento de la legalidad vigente, y en este orden la


